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RESUMEN 
 

 

El presente estudio se encuentra orientado al análisis de la importancia de 
las Pruebas en el proceso penal venezolano, este estudio cuta metodología a 
emplear será la Documental Monográfica con un nivel descriptivo, tendrá 
como finalidad el estudio de la eficacia de la actividad probatoria dentro del 
proceso penal, la cual fundamenta en un conjunto de principios, que 
constituyen los pilares para la construcción de una prueba licita, es decir, 
basadas en el debido proceso, el respeto a los derechos, garantías 
fundamentales y procesales del hombre sometido a un proceso penal y las 
formalidades establecidas por la ley. La problemática que impulsa el 
desarrollo de este estudio radica principalmente en la confusión que emanan 
de los principios que establece el Código Orgánico Procesal Penal para la 
obtención y el perfil de las pruebas licitas, como lo son: los principios de 
legalidad, debido proceso, libertad probatoria, unidad, comunidad, 
pertinencia e idoneidad, preclusión de la prueba, carga, oralidad, publicidad, 
contradicción, inmediación, concentración, establecidos en el Código 
Orgánico Procesal Penal y la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela. Como conclusión la autora puntualiza que Mediante el estudio 
exhaustivo sobre la relevancia y aplicación de las pruebas dentro del proceso 
penal venezolano, no se puede discutir la importancia de estas en la 
actividad de probar hechos en el proceso judicial, de cualquier índole. 
 
Descriptores:  Respeto a las garantías constitucionales y procesales, pruebas 
obtenidas con licitud, pertinencia e idoneidad. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Desde hace más de una década, se ha gestado una búsqueda incansable de 

la uniformidad de criterios que promueva el debido proceso orientado a la 

promoción de la modernización del aparato judicial, no solo desde sus 

estructuras simples sino desde su naturaleza misma. Es así como el estado 

Venezolano, inmerso en la era evolutiva de los sistemas judiciales que han 

identificado la última década judicial latinoamericana se ha caracterizado por 

la renovación de un sistema penal abocado a la creación de un ambiente 

solido con pilares doctrinarios que sustenten las diversas legislaciones que lo 

conforman y por ende las jurisprudencias (Delgado, 2004). 

 

En este sentido, uno de los aspectos más resaltantes del nuevo instrumento 

procesal penal, según el autor arriba mencionado, se encuentra en el artículo 

11 del Código Orgánico Procesal Penal (2006), con la asignación de la 

acción penal al Fiscal del Ministerio Público, por lo cual es obvio concebirlo 

como una parte que actúa en función de la llamada pretensión punitiva y por 

supuesto, este funcionario de la justicia penal tiene la obligación de ir en 

busca de los medios necesarios para sustentar su acusación ante el tribunal 

correspondiente, dependiendo del evento típico acontecido. 

 

Actualmente en nuestro país existe un sistema procesal penal acusatorio, el 

cual posee nuevas innovaciones en materia de procedimiento penal; siendo 

el punto más palpable y relevante el referido a la apreciación de las pruebas.  

El Código Orgánico Procesal Penal en su artículo 198 contempla que salvo 

previsión expresa en contrario de la ley, se podrán probar todos los hechos y 

circunstancias de interés para la correcta solución del caso y por cualquier 

medio de prueba, incorporado conforme a las disposiciones del Código y que 
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no esté expresamente prohibido por la ley. En este sentido, Maldonado 

(2005) expresa que:  

 

Un medio de prueba para ser admitido, debe referirse directa 
o indirectamente al objeto de la investigación y ser útil para el 
descubrimiento de la verdad; sin embargo los tribunales 
podrán limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar 
un hecho o una circunstancia, cuando haya quedado 
suficientemente comprobado con las pruebas ya practicadas 
(p.231). 
 
 

En el Código Orgánico Procesal Penal, en su artículo 1, se refiere a las 

garantías del Debido Proceso, que no son más que el conjunto de 

condiciones necesarias para la validez del mismo; condiciones estas que 

deben cumplirse y atenderse para asegurar la adecuada defensa de los 

derechos ciudadanos. 

 

Dentro de estas garantías se encuentra la posibilidad tanto del Fiscal del 

Ministerio Público como de las partes en el Proceso Penal de contar con 

todas aquellas pruebas o medios de pruebas que puedan ayudar a dilucidar 

la comisión de un hecho punible y aplicarle al culpable su respectiva sanción, 

ya que esto constituye el fin del proceso. 

 

De esta manera, se busca estudiar la vía más idónea de ofrecer las pruebas 

que realmente son indispensable y su oportunidad para presentarlas desde 

la fase preliminar hasta la audiencia de juicio oral, a fin de que la óptica del 

juez al momento de valorar las pruebas, resaltando que en los juicios debe 

reinar el Principio de Celeridad y de Concentración, le permita tener la fuerza 

para demostrar un hecho y la culpabilidad del procesado (Maldonado 2005). 

En este sentido, según el autor anteriormente mencionado, el Código 

Orgánico Procesal Penal como instrumento jurídico permite con respecto a 
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los medios de prueba y su adecuada  presentación, obtener dentro de los 

juicios orales una idea más clara y especifica de los hechos, generando entre 

los jueces y escabinos (dependiendo el tipo de delito) un veredicto más 

ajustado a la realidad. Es así, como el Juez o las partes como pueden 

acopiar un género de asuntos y convertirlos en medios de prueba como tal y 

adecuarlos a la necesidad inminente del proceso, debido a que en la 

actualidad el contenido central del juicio de la acción es el efecto de probar; y 

por esta razón la prueba es en todo caso una experiencia dirigida a hacer 

palpable la exactitud o inexactitud de una proposición. 

 

En este contexto, las pruebas en el proceso penal venezolano, constituyen el 

génesis de las fuentes objetivas en las cuales se fundamenta la decisión 

judicial. A través de ellas se fortalece la certeza sobre la realidad del hecho 

delictivo, así como la individualización de los autores o partícipes en el 

mismo, es por lo que la relevancia y aplicación de las pruebas radica, en que 

sin ellas no habría proceso ni condena alguna ya que conforman un esencial 

elemento en la actividad condenatoria.  

 

La actividad probatoria dentro del proceso penal, se fundamenta en un 

conjunto de principios, que constituyen los pilares para la construcción de 

una prueba licita, es decir, basadas en el debido proceso, el respeto a los 

derechos, garantías fundamentales y procesales del hombre sometido a un 

proceso penal y las formalidades establecidas por la ley.  

 

Los principios que establece el Código Orgánico Procesal Penal (2006) para 

la obtención y el perfil de las pruebas licitas, son los principios de legalidad, 

debido proceso, libertad probatoria, unidad, comunidad, pertinencia e 

idoneidad, preclusión de la prueba, carga, oralidad, publicidad, contradicción, 

inmediación, concentración, establecidos en el Código Orgánico Procesal 
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Penal (2006) y la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 

(1999), que al concatenarlos con las limitaciones del principio de libertad de 

prueba, establecido en la ley adjetiva penal van a indicar la manera correcta 

para la colección, preservación, presentación, promoción, evacuación y 

valoración de las pruebas que se pretenden incorporar al proceso y al juicio 

oral, para lograr finalmente a través de estas pruebas directas o indirectas 

(indiciarias) el esclarecimiento de la verdad, la certeza del hecho punible y la 

determinación de la responsabilidad penal de su autor y/o participes.  

 

En este mismo ámbito, con la existencia para el momento del Código 

Orgánico Procesal Penal vigente y de la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela, sin la intención de establecer una posición 

definida y clara antes nuestros juristas, sé plantea el presente estudio de 

corte documental, el cual persigue como fin investigativo el Determinar la 

importancia de las pruebas en el proceso penal venezolano, con lo cual la 

investigadora busca realizar un análisis que sea base para los nuevos 

juristas para ejercer consultas que esclarezcan todo lo concerniente a la 

pertinencia de las pruebas en el proceso jurisprudencial venezolano; para 

lograr tal fin y como propuesta investigativa se busca dar respuesta a la 

siguiente interrogante: ¿Cuál es la Importancia de las Pruebas en el Proceso 

Penal Venezolano? 

 

Para la ejecución del presente estudio se trazó como objetivo general el 

“Analizar  la eficacia de las Pruebas en el Proceso Penal venezolano.” y 

como objetivos específicos (a) Definir la prueba y sus elementos según la 

doctrina universal, (b) describir tipos de pruebas y las causas que motivan la 

prueba ilícita dentro del proceso penal venezolano; (c) estudiar los principios 

de la actividad probatoria en el proceso penal venezolano y (d) establecer el 
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aporte jurisprudencial sobre las pruebas en la república bolivariana de 

Venezuela. 

 

La presente investigación se encuentra orientada al análisis de la importancia 

de las pruebas en el proceso penal venezolano la cual posee relevancia 

académica y practica a saber que el Sistema Penal Acusatorio que se ha 

adoptado en Venezuela actualmente a través de la vigencia del Código 

Orgánico Procesal Penal estipula, como instrumento jurídico en materia 

procesal penal, el principio de la prueba libre. En este sentido, en el artículo 

198 del Código Orgánico Procesal Penal, está referido a la libertad de prueba 

ya que dentro de su mismo articulado establece que los hechos podrán ser 

probados con todos aquellos medios de prueba que no estén expresamente 

prohibidas por la Ley, siempre y cuando no hayan sido obtenidos en forma 

ilícita. 

 

En este sentido, según lo establecido en el artículo antes citado, se 

considera actualmente que un gran avance en el proceso penal venezolano; 

esto por cuanto anteriormente el sistema penal derogado acogía el sistema 

de la prueba tarifada, en el cual se le ataba de manos al juez al momento de 

decidir, ya que el articulado del Código de Enjuiciamiento Criminal establecía 

el valor de las pruebas analizadas no permitiendo al juez el uso de la lógica, 

conocimientos científicos, la sana crítica y las máximas de experiencia. 

 

Este cambio le ha permitido a nuestro legislador, con la vigencia del Código 

Orgánico Procesal Penal, la aplicación del sistema de la libre convicción 

razonada o sana crítica; esta situación o cambio de postura novedosa por 

demás, para el sistema penal venezolano, ha despertado el interés de esta 

investigación y de allí la preocupación por desarrollar el tema.  
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Son las pruebas, desde el punto de vista procesal y bajo la característica de 

ser predominantemente acusatorio, la disponibilidad que tienen las partes; el 

Ministerio Público de indicar los medios de prueba que considera idóneos 

para sostener la acusación y el imputado exigir la producción de aquellas 

pruebas que considera dirigidas a contrarrestar esa acusación; lo cual es un 

derecho natural, porque no puede el imputado mantenerse pasivo o en 

silencio mientras el fiscal le imputa unos hechos o lo imputó mal (Maldonado 

2005, p. 4). 

 

Los medios de prueba son necesarios, no puede haber un proceso sin 

pruebas; todo proceso conlleva a la necesidad de las pruebas, sin ellas no se 

podría determinar la verdad de los alegatos o de las afirmaciones hechas por 

las partes involucradas, aquí radica su gran importancia. Se observa, que el 

nuevo  instrumento jurídico regulador del procedimiento penal, posee una 

gran relevancia, al no fijar de manera taxativa los medios de prueba que 

pueden ser utilizados en el juicio penal, situación que beneficia a los 

destinatarios de la Ley, que pueden utilizar cualquier medio de prueba para 

demostrar la realidad de un hecho, siempre y cuando el medio utilizado para 

ello no haya sido obtenido de forma ilegal. 

 

Tomando en cuenta lo arriba descrito; podemos inferir que la presente 

investigación de corte bibliográfico se ejecutará ya que la misma nos 

permitirá analizar a las Pruebas como arma relevante dentro del  Derecho 

Penal, es por ello que al desplegar este estudio tanto el investigador como el 

pública que tenga acceso al mismo podrá ampliar sus conocimiento acerca 

de las leyes y las normas que regulan nuestro comportamiento, para saber 

como funcionan y hacer valer nuestros derechos. Muchas personas saben, o 

sospechan, que tienen un derecho, pero la mayoría de las veces no tienen 
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idea de como defenderlos; en este caso específico será la relevancia de la 

Prueba dentro del sistema penal venezolano. 

 

Por lo cual, el aporte de este estudio será el de la aclaratoria a los 

conocimientos ya establecidos entre la comunidad ya conocedora del 

derecho y como un resplandor de conocimientos para los que comienzan el 

caminar dentro del análisis de las ciencias jurídicas y penales, que se 

convierten a su vez en los beneficiarios directos (además de la autora) por la 

consecución de los objetivos previamente trazados. 

 

Con respecto a las herramientas metodológicas empleadas para el desarrollo 

del estudio, el mismo se desarrollo en torno a los lineamientos de de 

investigación documental ya que la misma consiste en un proceso basado en 

la búsqueda, recuperación, análisis, crítica e interpretación de datos 

secundarios, es decir, los obtenidos y registrado por otros investigadores en 

fuentes documentales: impresas, audiovisuales o electrónicas. Como en toda 

investigación, el propósito de este diseño es el aporte de nuevos 

conocimientos (Arias, 2004 p. 34).   

 

A su vez el nivel descriptivo ya que tienen como objetivo lograr la descripción 

del tema que se estudia, interpretando lo que es; utiliza el método de 

análisis, y de esta forma el problema jurídico se descompondrá en sus 

diversos aspectos, permitiendo ofrecer una imagen del funcionamiento de 

una norma o institución jurídica tal y como es (Sánchez 2003, p.55).   De esta 

manera se pudo denominar a esta investigación como documental de corte 

Monográfica, con un Nivel descriptivo.  

 

Con relación a lo anteriormente expuesto y prosiguiendo con el autor 

mencionado, el nivel de la investigación fue descriptivo ya que la misma 
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permitió analizar cada característica y dimensión de los objetivos propuestos 

para su posterior análisis y comprensión.  

 

Para llevar a cabo el presente estudio se cumplió con la normativa emanada 

por la Universidad Católica, estructurando por capítulos los análisis 

correspondientes a los objetivos trazados y cumplidos en la presente 

monografía, componiéndose de Cuatro capítulos Fundamentales descritos a 

continuación: El Capítulo I, donde se definió lo concerniente a la prueba y 

sus elementos según la doctrina universal; Capítulo II, donde se describió los 

tipos de pruebas y las causas que motivan la prueba ilícita dentro del 

proceso penal venezolano. Seguidamente se tiene el Capítulo  III. Donde se 

estudió los principios de la actividad probatoria en el proceso penal 

venezolano. Para finalizar se tiene al Capítulo IV. Donde se estableció el 

aporte jurisprudencial sobre las pruebas en la república bolivariana de 

Venezuela. 
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CAPÍTULO I 

 

LA PRUEBA Y SUS ELEMENTOS SEGÚN LA DOCTRINA UNIVERS AL 

 

Prueba 

 

Los objetos mediante los cuales el juez obtiene la experiencia que le sirve 

para enjuiciar. Puede concebirse como un equivalente del hecho, el objeto o 

medio de valoración, que por medio de la prueba el hecho percibido por 

quien lo valora. Porque es algo que captan los sentidos del juez o de quien 

debe pronunciar un juicio y por lo tanto, sirve para producir una experiencia 

(Carnelutti 1951). 

 

El termino “Prueba” nos viene del latín probatio, probationis, que a su vez 

proviene del vocablo probus que significa bueno, por lo cual se sostiene que 

lo que resulta probado es bueno, se ajusta a la realidad. El diccionario de la 

Real Academia de la Lengua Española le define como: La acción y efecto de 

probar, razón, argumento, instrumento u otro medio con que se pretende 

mostrar o hacer patente la verdad o falsedad de una cosa. Justificación de la 

verdad de los hechos controvertidos en juicio, hecho por los medios que 

autoriza y reconoce por eficaces la ley. 

 

La prueba es el medio por el cual se verifica, asegurando y demostrando, 

mediante un juicio histórico o razonamiento crítico, la existencia de un hecho 

(concretamente, en el proceso penal, el hecho delictivo y su autor) que 

sucedió en un tiempo y espacio determinado; la prueba verifica y precisa 

para asegurar y demostrar que el hecho sucedió. Cuando se hace con un 

razonamiento lógico-critico, inductivo-deductivo y científico, estamos ante la 

prueba crítica. También se puede llegar al hecho con la prueba histórica: 
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La prueba en sentido estricto son aquellas pruebas judiciales 
que explanan razones o motivos que sirven para llevarle al 
juez la certeza sobre los hechos, y por medios de prueba los 
elementos o instrumentos (testimonios, documentos, 
experticias, entre otras) utilizados por las partes y el juez, 
que suministran esas razones o motivos y en sentido general 
la prueba judicial se entiende como los medios como los 
motivos contenidos en ellos y el resultado de estos 
(Echendia,1993; p.103). 
 
 

La prueba, constituye la base fundamental del proceso penal que tiene 

carácter permanente, indeleble, inalterable e imprescindible, para que 

permita con estas características fundamentar los alegatos y argumentos de 

la acusación, la defensa u otros procedimientos contemplados en el 

instrumento legal (Guidicce, 2000; p.35). 

 

La prueba permite llegar al conocimiento de la vedad histórica de los hechos, 

en el caso en concreto sujeto a investigación y para lograr tal fin quienes 

intervienen en la procuración y en la administración de justicia utilizan los 

medios de prueba existentes en la legislación con el objeto de aprobar o 

desaprobar la existencia de los delitos y aplicar en su caso el derecho penal.  

 

En consecuencia el agente del Ministerio Público y el Juez requieren del 

apoyo de peritos especializados en determinadas ciencias, disciplinas, artes 

y oficios, para dilucidar los problemas planteados en aspectos técnicos 

periciales que se presentan en cada caso que atienden, con objeto de que 

con sus dictámenes periciales los ilustren y formen juicio en sus 

convicciones. La prueba en el proceso, “es aquello que surge del 

contradictorio entre las partes, ante un juez competente para apreciarla” 

(Maldonado 2005).  
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La prueba suministra al juez y a las partes procesales una imagen del hecho 

por probar, es decir, tiene una función representativa de tal hecho y es, por lo 

tanto, un hecho representativo de otro hecho real acaecido o de una 

experiencia, la prueba fija históricamente ese hecho, lo describe tal como 

ocurrió y fue percibido por quien lo comunica al juez, por lo cual se denomina 

histórica, ejemplos de esta clase de pruebas son los testimonios, la 

confesión, el dictamen de peritos y el documento, el dibujo, el plano, la 

fotografía. (Carnellutti, 1950 p.150). 

 

Misión y Relevancia de la Prueba 

 

El proceso penal necesita de la prueba, porque es el medio idóneo y 

suficiente para sostener una valoración, ya que ha de tener la fuerza para 

demostrar un hecho y la culpabilidad del procesado, por lo tanto la prueba es 

la columna vertebral del proceso y la consecuencia es que no puede haber 

sentencia sin prueba (Florian 1961). 

 

Desde el punto de vista procesal y bajo la característica de ser 

predominantemente acusatorio, la prueba es la disponibilidad que tienen las 

partes, le corresponde al Ministerio Público indicar los medios de prueba que 

considera idóneos para sostener la acusación y al imputado exigir la 

producción de aquellas pruebas que considera dirigidas a contrarrestar esa 

acusación, lo cual es un derecho natural, porque no puede el imputado 

mantenerse pasivo o en silencio mientras el Fiscal le imputa unos hechos o 

los imputó mal. Frente a estas dos partes encontramos al juez, quien va a 

verificar el cumplimiento de los requisitos de la obtención de la prueba, su 

pertinencia y su necesidad a los fines de admitirla y de darle curso a su 

aceptación incorporándolas con su remisión al debate oral donde finalmente 

serán valoradas. 
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Con la fuerza probatoria que tienen esos medios de prueba en la 

determinación de la culpabilidad del acusado, solo de manera excepcional 

corresponde al juez de juicio tomar alguna iniciativa de carácter probatorio, 

así podrá exigir la necesidad de una determinada prueba para que la 

produzca y se traiga a la audiencia del debate. 

 

Ahora, en caso de que se presenten dudas sobre una causa de justificación 

alegada en la audiencia preliminar, el Juez de Control deberá remitir a juicio 

y finalmente, si de acuerdo a lo investigado y de la convicción que tiene las 

actas, como son los elementos investigados y la confesión de quien pretende 

haber actuado conforme a derecho, manifestará su acuerdo, produciendo 

una sentencia adelantada. 

 

En consecuencia, la prueba en el proceso penal va a tener por misión 

relevante, que se cumpla con la pretensión del Estado (carácter oficioso del 

fiscal y el juez) y en tal sentido las pruebas constituyen los elementos sobre 

los cuales se basará la certeza del juez, fundamentado en el principio de la 

libertad probatoria y en la relevancia de las mismas, por esta razón, la 

motivación de la decisión constituye un principio probatorio y un elemento 

garantista de la verdad. 

 

El sistema procesal penal acusatorio va a valorar por medio del debate 

público y oral lo que constituye la dialéctica entre las partes, lo que es la 

constitución de la prueba, porque es luego de ese debate en su sede natural 

que la misma queda constituida. 
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Actividad Probatoria 

 

Son las acciones realizadas por el sujeto de pruebas para la adquisición, 

Presentación, promoción, evaluación, valoración y apreciación de las 

pruebas, ejemplo de ello el experto, perito, el fiscal (Cabrera 1989). 

 

El término prueba no tiene en el lenguaje forense un sentido unívoco; dentro 

de este ámbito hablamos de prueba para designar no sólo a la actividad que 

se realiza, sino también para referirnos al resultado de dicha actividad y al 

medio a través del cual se consigue este resultado. 

 

Adelantada la riqueza semántica del vocablo prueba, podemos definir, desde 

el punto técnico a la prueba "como aquella actividad que desarrollan las 

partes con el tribunal para que éste adquiera el convencimiento de la verdad 

o certeza de un hecho o afirmación fáctica o para fijarlos como ciertos a los 

efectos del proceso". 

 

Apreciación de las Pruebas 

 

Código Orgánico Procesal Penal (reforma 2001, artículo 22) Las pruebas se 

Apreciarán por el tribunal según la sana crítica observando las reglas de la 

lógica, los conocimientos científicos y las máximas de experiencia.  

 

Se estipula a través de dicho artículo la Sana Critica como forma general de 

la valoración de la prueba y supera la confusión de la redacción original, que 

mezclaba bajo un solo supuesto la libre convicción de la sana crítica. De tal 

manera, los jueces están obligados a motivar sus decisiones respecto a la 

prueba, de conformidad con las reglas del criterio racional, que se basa en la 
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lógica, las máximas de experiencia y los conocimientos científicos. (Clariat 

1998). 

 

Comunidad de Prueba 

 

Según el anterior autor, las pruebas una vez presentadas, promovidas y 

ofrecidas le corresponden al proceso penal y no a las partes; se puede tomar 

lo que beneficia a la pretensión de la parte o desechar lo que perjudica, 

ejemplo de ello el desarrollo del interrogatorio en juicio oral. La prueba debe 

ser tomada en cuenta integralmente para determinar la existencia o 

inexistencia del hecho a que se refiere, sea que resulte beneficiosa para el 

que la produjo, sea para la parte contraria, quien pueda invocarla. 

 

En este sentido la certeza es o debería ser la conciencia de la verdad, o sea, 

el conocimiento o la persuasión de la verdad, precisando que la certeza 

subjetiva es la opinión del sujeto acerca de la verdad de una cosa (González, 

2004, p.286). 

 

Con relación al tema tratado Cabanellas (2006, p.115) sostiene que la 

palabra delito etimológicamente “proviene de una raíz latina delictum, y 

según el autor, se refiere a todo aquellos hechos  considerados antijurídicos 

y dolosos castigados con una pena”. Sin embargo no estamos de acuerdo 

con esa definición por cuanto también existen los delitos culposos, los cuales 

fueron excluidos de esta definición. 

 

 

 

 

 



 

15 

 

Elementos de Prueba 

 

Echandia (1993, p.16) señala que: “Elementos de prueba es el dato objetivo 

que se incorpora legalmente al proceso, capaz de producir un conocimiento 

cierto o probable acerca de los extremos de la imputación delictiva”. 

 

Fuente de Prueba 

 

Es el origen de donde emana el objeto de la prueba, es decir, es el donde, 

cuando, cómo, por qué y para qué, se obtuvo determinada prueba y que 

además cumpla con las formalidades exigidas por la ley, para ser admitida, 

promovidas y aportarle al proceso el valor probatorio en el proceso. 

 

Inmediación de la Prueba 

 

Según el Código Orgánico Procesal Penal (2001) en su articulo 16 se 

expresa que: “Los jueces que han de pronunciar la sentencia deben 

presenciar, ininterrumpidamente, el debate y la incorporación de las pruebas 

de las cuales obtienen su convencimiento”.  

 

Por su parte Pérez (2005) expone que el “principio de inmediación es uno de 

los pilares esenciales de los procesos basados en la oralidad ya que ambas 

categorías están íntimamente ligadas en el juicio oral y se presuponen 

recíprocamente” (p.99). La inmediación procesal implica que los jueces 

deben escuchar los argumentos de las partes y  presenciar la práctica de la 

prueba. Por tanto, la inmediación tiene dos facetas esenciales: la 

inmediación alegatoria y la inmediación probatoria. 
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Ofrecimiento de Prueba 

 

Es la proposición de pruebas que la parte (acusador), considera necesaria y 

suficiente para su debate en el juicio oral, lo cual no basta con el 

señalamiento sino que debe indicarla detalladamente (Maldonado 2005, p. 

209) 

 

Oralidad de la Prueba y Objeto de la Prueba 

 

Según el Código Orgánico Procesal Penal (2001) articulo 14; El juicio será 

oral y sólo se apreciarán las pruebas incorporadas en la audiencia, conforme 

a las disposiciones de este código. 

 

Por su parte el objeto de la Prueba no es más que el fin de la prueba, es la 

prueba considerada en sí misma, que consiste en dejar constancia, en el 

proceso civil, que se cumplió con la obligación, en el juicio o proceso penal, 

que se cometió un hecho punible y quien es el autor responsable, algunos le 

definen como aquello que debe ser probado, ósea, como el thema 

probandum, otros, como la materia, sustancia, cuerpo, persona o cosa, sobre 

la cual se practica la prueba; desde el punto de vista procesal, es aquello 

sobre el cual versa el medio probatorio, o sea el hecho que se comprueba a 

través del mismo, lo que se entiende en el proceso penal es la prueba 

propiamente dicha. 
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CAPÍTULO II 

 

TIPOS DE PRUEBAS Y LAS CAUSAS QUE MOTIVAN LA PRUEBA  

ILÍCITA DENTRO DEL PROCESO PENAL VENEZOLANO 

 

La doctrina procesal penal ha clasificado a las pruebas según diferentes 

puntos de vista, a saber: (a) Pruebas Completas e Incompletas, (b) Pruebas 

Plenas y Semiplenas, (c) Pruebas Perfectas e Imperfectas, (d) Pruebas 

Directas e Indirectas, (e) Pruebas según su forma, entre otras, analizaremos 

las dos últimas clasificaciones a los efectos de este trabajo de grado. 

 

Pruebas Directas 

 

Son aquellas que, como su nombre lo indica, permiten al juez, en forma 

inmediata y próxima, es decir, directa, captar, aprehender, el hecho a probar.  

En el proceso penal, el hecho punible y su autor, son pruebas directas el 

testimonio, la inspección, la confesión, los informes periciales. El juez capta y 

procesa, mentalmente, mediante un razonamiento que le convence o no, ya 

que las pruebas directas pueden aportarle la comprobación de la existencia 

del hecho punible o su autor.  

 

En el testimonio es la presencia inmediata (directa) del testigo ante el hecho 

punible. Captó inmediatamente los sentidos su comisión, por su inmediación 

y lo pone a disposición del juez. El testigo se enteró, sensorialmente, en 

forma próxima e inmediata. Por eso es una prueba directa. Ahora el juez la 

tiene ante sí para analizarla y valorarla, para ver si le convence. 

El perito que, por sus conocimientos científicos, técnicos o artísticos, es 

nombrado para que estudie elementos relacionados con el delito y su autor 

(artículos 148 y 237 del Código Orgánico Procesal Penal), y llega a unas 



 

18 

 

conclusiones, que prueban ese hecho punible y su autor. Ha tenido, en forma 

inmediata, próxima y directa, un material relacionado con el hecho a probar. 

Lo estudia, concluye, y pone en manos del juez sus conclusiones. 

 

La inspección se dice, es la más directa de las pruebas directas, pues el 

juez, quien en forma directa, inmediata y próxima, percibe, sensorialmente, 

en el lugar del suceso (escena del crimen, lo llama así la policía científica) 

circunstancias que pueden ser útiles a la prueba del delito y su autor. En el 

Código Orgánico Procesal Penal se consagró la inspección de personas, 

cosas y lugares (artículos 204 y siguientes). 

 

De igual manera en la confesión, el imputado o acusado, ante las 

autoridades de la persecución penal, o extra procesalmente, en una forma 

directa, inmediata, se auto culpa, se auto acusa de la comisión del hecho 

punible. En el testimonio, el testigo relata el hecho que captó con sus 

sentidos. En la prueba documental, bien sea real o personal, se presenta, el  

mismo documento, directamente, como elemento de convicción de la 

comisión del delito o su autor. En los informes, cuando se trate de hechos 

que consten en documentos, libros, archivos u otros papeles que se hallen 

en oficinas públicas, bancos, asociaciones gremiales, sociedades civiles o 

mercantiles e instituciones similares. Código Procedimiento Civil. Artículo 

433. 

 

La experticia, verifica por exámenes científicos, técnicos o artísticos, que se 

cometió el hecho punible o quién fue su autor. Hoy en día, los adelantos 

científicos y técnicos auxilian al funcionario de la justicia. Son entonces, 

pruebas directas los testimonios, las experticias, los documentos, los 

informes, las inspecciones y la confesión. 
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Pruebas Indirectas 

 

No se encuentra en la doctrina ni en la jurisprudencia, ni en las legislaciones. 

Existe uniformidad de criterios en cuanto al estudio y análisis de la prueba 

indirecta o indiciaria, como también se le llama, sin embargo la podemos 

definir que, desde un hecho indicador o un hecho indiciario, conocido y 

probado, que se convierte en indicio, se llega a un hecho conocido, un hecho 

indicado: el hecho punible o su autor, a través de la presunción judicial, 

mediante el raciocinio lógico, inductivo-deductivo y científico. Se llega 

indirectamente. 

 

Con la Prueba indirecta o indiciaria se prueba el hecho punible y su autor, no 

en forma inmediata y próxima, sino en forma mediata; por eso se le llama 

indirecta, para poderla diferenciar de las directas; un ejemplo de ello un 

rastro dejado, en el lugar del suceso, por un frenazo del vehículo que dio 

muerte a una persona, es un hecho indicador (hecho indiciario) hecho 

conocido que hay que probar su existencia. ¿Cómo? Con fotografías, 

transparencias, videotape, películas o cualquier otro medio; con mensura de 

su longitud, examen micro analítico de restos del caucho (neumático) que 

prueban que es de los cauchos de ese vehículo en particular que se ésta 

investigando. 

 

Es decir, se pasa de un hecho conocido al hecho probado, con el frenazo, se 

llegó a la muerte, puede ser ocasionado por imprudencia o inobservancia de 

reglamento; en cuanto a velocidad, por parte del autor, se considera que 

estas pruebas deben ser apreciadas por el juez según la sana crítica, reglas 

de lógica, los conocimientos científicos y las máximas de experiencia, ya que 

no se encuentran prohibidas por el Código Orgánico Procesal Penal. Hoy en 
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día el juez, en una forma motivada, razonada y libre dirá si el hecho indicador 

está probado y con qué pruebas. 

 

Por tal razón el hecho indicador, a la luz de nuestro sistema procesal penal, 

puede ser probado con indicios que son prueba indirecta. Nada lo prohíbe, 

pero en la práctica es a veces difícil, e innecesario, diríamos, porque con los 

avances científicos y técnicos, el hecho indicador será probado, seguramente 

con experticias, con el auxilio de la criminalística, que es la ciencia y la 

técnica al servicio de la investigación criminal. 

 

La prueba indirecta es también llamada circunstancial o de circunstancias, 

conjetural o de conjeturas, de criterio, de raciocinio, judicial o del juez, 

presunciones del hombre, de facto, de hecho. Se le llama prueba 

circunstancial porque, en su estructuración, se van atando una serie de 

circunstancias: un atar de cabos, que son hechos indicadores (indiciarios) 

convertidos en indicios, y que todos reunidos todos llevan a probar la 

comisión de un hecho punible y/o su autor. Ha sido criterio reiterado de las 

cortes y de casación que los indicios constituyen circunstancias anteriores, 

concomitantes o subsiguientes y es evidente que la prueba suministrada por 

tales circunstancias ha de estar basada en elementos inequívocos de 

incuestionable veracidad. 

 

Se le denomina prueba conjetural porque, como su nombre lo indica, al 

hecho indicado, al hecho desconocido, al hecho por probar, se llega a través 

del estudio de lo probable, de conjeturas, que se estructuran en prueba 

indiciaria y según criterio del tribunal supremo deben examinarse y 

apreciarse coordinadamente. 

También, se le llama prueba de criterio, porque depende del criterio que se 

forme el juzgador acerca de los hechos indicadores (hechos indiciarios), 
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probados, que constan en autos, que van analizar, y con los cuales concluirá 

que son pruebas indiciarias que probará la comisión del hecho punible, y, o 

de su autor. 

 

Se le designa con el nombre de prueba de raciocinio porque el juez, después 

de un raciocinio inductivo-deductivo o de reflexión científica, analizará el 

hecho indicador (hecho Indiciario), para concluir que es prueba indiciaria, si 

lo ha podido comprobar, ha sido criterio de la corte que el juez debe 

examinar y analizar con lógica y racionalmente los elementos de juicio. 

 

Y finalmente se le llama presunción hominis, es decir, del hombre, de hecho 

o de facto, por las razones que ya se han explicado, por cuanto se valora y 

analiza mediante raciocinio inductivo-deductivo o de reflexión científica. 

 

Algunos juristas consideran que sería del juicio penal sin la prueba indiciaria, 

en el proceso penal son muchos los casos en que no hay otra manera de 

llegar a establecer el hecho fundamental del proceso, o sea la 

responsabilidad del procesado, cuando no el cuerpo del delito, sino mediante 

indicios, igualmente consideran que es difícil encontrar un proceso sin 

prueba indirecta, por cuanto su uso es amplísimo e indispensable para la 

definición o resolución de los juicios penales, sin la cual quedarían impunes 

innumerables delitos, el indicio tiene una eficacia probatoria igual a aquella 

de los otros medios probatorios. 
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Clasificación según la forma de la prueba 

 

Prueba Testimonial 

 

Regida por el principio de oralidad y que se basa en las percepciones 

provenientes de testigos accidentales in facto, que presenciaron unos hechos 

a través de sus sentidos y de manera eventual; y la post factum, que emana 

del testimonio de los peritos. Igualmente, reincluye dentro de esta 

clasificación, el testimonio que de manera libre y voluntaria rinde el acusado 

en el juicio, que no podrá ser apreciado como prueba en su contra, salvo las 

situaciones especiales que establece el Código Orgánico Procesal Penal, en 

el procedimiento especial por admisión de los hechos; así como en los 

supuestos especiales de suspensión condicional del proceso y acuerdos 

preparatorios, que de no cumplirse, conllevan a la inmediata de la pena. 

 

Prueba Documental 

 

Es la prueba que presenta formas materiales escritas y que no pueden ser 

reproducidas de forma oral, sino por su lectura. 

 

Prueba Material 

 

Son las pruebas que se percibe a través de la materialidad de su forma, a 

través de la presentación de la evidencia física, en caso de prueba material 

permanente; y la transitoria, que adquiere vida dentro del juicio, por ejemplo 

las apreciaciones que haga el juez de alguna demostración de reacción 

corporal tales como palidez, sudoración o temblor al declarar.  
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Con la relación a la prueba testimonial y en virtud de la máxima aspiración de 

la colectividad, que espera que toda persona actúe correctamente, emerge la 

presunción de fé y la confianza en el obrar y en las observaciones ajenas, ya 

que, de lo contrario, todos los seres humanos vieran a sus semejantes como 

enemigos, lo cual haría imposible la convivencia social. 

 

Sin embargo esta presunción de veracidad puede ser destruida o debilitada 

por las condiciones especiales inherentes al sujeto, tales como interés, 

mendicidad, creencias religiosas, parentesco, ética profesional, amistad, 

enemistad, secreto de confesión, entre otras, (no necesariamente 

descartables, pues la persona probablemente no mentirá); o que sean 

totalmente idóneos, en virtud de su incapacidad sensorial o enfermedad 

mental. 

 

No obstante ello, siendo el lenguaje la expresión directa del pensamiento, 

según el testigo exprese con mayor o menor claridad el conocimiento que 

tenga sobre los hechos, realzará o disminuirá su valor probatorio. Pero a ello 

se sumarán las manifestaciones directas del ánimo del testigo, tales como la 

seguridad, falta de seguridad, realización de varias declaraciones con una 

narración preconcebida, lenguaje no verbalizado (reacción corporal); 

circunstancias que harán perder o aumentar la credibilidad. De allí la 

importancia que el testimonio sea rendido en presencia del juez que va a 

sentenciar y en la sala de juicio abierta al público (salvo las excepciones que 

establece el artículo 333 del Código Orgánico Procesal Penal). 

 

Causas que Motivan la Prueba Ilícita Dentro del Pro ceso Penal 

 

No existe ninguna disposición que nos describa lo que es una prueba 

prohibida, ni que tal prueba es nula por improcedente en nuestro proceso, ni 
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que se entiende por prueba ilícita o ilegal, aún cuando no existe una clara 

distinción entre la prueba ilícita o ilegal; pues así vemos en el artículo 198 del 

Código Orgánico Procesal Penal cuando enuncia el principio de libertad 

probatoria, nos da una idea que cualquier medio introducido en el proceso, 

que no sea violatorio de los derechos constitucionales, será admisible y es 

aquí donde podemos encontrar las limitaciones, es decir, cuando esa prueba 

obtenida o ese medio llevado al proceso no puede ser admitido porque es 

violatorio de derechos constitucionales. 

 

En efecto hay que seguir la distinción a partir de la disposición constitucional 

46 que exige el respeto a la integridad física, psíquica y moral de la persona. 

Ahora bien, de conformidad con lo establecido en el artículo 49 de la 

Constitución Nacional y 197 del Código Orgánico Procesal Penal; la prueba 

ilícita es aquella que se obtiene violando los derechos fundamentales de la 

persona; mientras que la prueba ilegal, se ha obtenido con violación a los 

procedimientos legales previamente establecidos, pero se insiste que en la 

practica los dos términos se usan indistintamente y que la ley no hace 

distinción alguna. 

 

De la interpretación del mismo artículo 197 de la ley adjetiva penal, se 

establece que no podrá apreciarse ninguna información que provenga de 

manera directa o indirecta de un medio o procedimiento ilícito, así como el 

artículo 199 ejusdem, dispone para que las pruebas ser apreciadas por el 

tribunal su práctica debe efectuarse con estricta observancia de las 

disposiciones establecidas en el Código. 

 

Naturalmente, que la prueba adquirida o incorporada al proceso a través de 

medios que demuestran “dolo” en la actuación del funcionario debe ser 

considerada ilícita, perdiendo todo el mérito legal, y en consecuencia 
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expulsada del proceso, sin que ello signifique sacrificio de la verdad por la 

seguridad jurídica. En efecto, resulta patente que debe hacerse énfasis en la 

manera cómo, en el ámbito extraprocesal, se obtuvo el elemento de 

convicción, que lleva implícito el elemento subjetivo del agente investigador, 

como colorario de una conducta ilícita, pues todo hecho ilícito comporta lo 

que acertadamente es una falta de rectitud en la conducta. 

 

No obstante, en la obtención e incorporación de la prueba en el proceso, 

ninguna actividad de los sujetos procesales ni de los funcionarios de 

investigación penal, debe contener un sentido lesivo que convierta la prueba 

en ilegal, ya que, el juez por mandato del artículo 49 de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con el artículo 197 del 

Código Orgánico Procesal Penal, no puede valorar para fundar su fallo unas 

probanzas producto de actos violatorios del debido proceso, como cuando 

alguien torturado para que renuncie al derecho de guardar silencio y se auto 

incrimine. 

 

En consecuencia se deja entrever que de oficio el juez debe declarar, como 

desarrollo del control activo probatorio, la inadmisibilidad de la prueba. Por 

otra parte, es oportuno agregar que el Ministerio Público está obligado a no 

emplear en un proceso penal pruebas ilícitas, con sujeción a lo señalado en 

la Ley Orgánica del Ministerio Público en su artículo 37:  

 

Cuando los fiscales tengan en su poder elementos de 
convicción contra una persona y sepan o tengan sospechas 
fundadas de que fueron obtenidas por medios ilícitos, o 
mediante abusos de los derechos humanos, se negarán a 
utilizar esos elementos contra cualquier persona y 
adoptarán todas las medidas necesarias para asegurar que 
los responsables del empleo de esos métodos sean 
sancionados. 
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Por su parte Edwards (2000, P.13) al referirse a la prueba ilícita, considera: 

 

El concepto de prueba ilegal implica la obtención de 
elementos de prueba en violación a las garantías 
constitucionales; el investigador se vale de un medio ilícito 
para lograr la prueba, como por ejemplo cuando obtiene la 
confesión del hecho por parte del imputado, bajo apremios 
o tormentos…de prueba ilícita podremos hablar toda vez 
que comparezca un medio de prueba obtenido fuera del 
proceso en violación de derechos constitucionales, 
principalmente los que integran la categoría denominados a 
la personalidad, ningún proceso puede acoger pruebas que 
se han conseguido por medios ilícitos o ilegales en 
detrimento de garantías constitucionales. 

 

Esta concepción de la prueba ilícita se inclina también por la tutela de las 

garantías constitucionales, que en el caso venezolano están compiladas en 

el debido proceso con rango constitucional, considerando plena 

disponibilidad para evitar la valoración de un elemento de convicción 

contaminado con actuaciones arbitrarias, que sólo hacen ver al estado como 

un lesionador de los derechos fundamentales, los cuales tienen relevancia en 

la órbita probatoria.  

 

En otro orden de ideas, es necesario resaltar que, no existe unanimidad en la 

doctrina acerca de lo que debe entenderse por prueba ilícita, y en 

consecuencia prevalecen dos concepciones: (amplias y restrictivas). De tal 

manera que para el sector doctrinal la prueba ilícita es aquella que se rige 

sobre el irrespeto a la dignidad humana de las personas, y más adelante, 

según el autor Echandía, sostiene que en esa concepción amplia se 

encuentran las pruebas prohibidas expresamente por la ley, las que 

encierran violación a derechos fundamentales. 

Por su parte, la corriente restrictiva, que en criterio de la fuente citada, un 

distinguido sector de la doctrina española se inclina de forma unísona por 
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sus postulados, circunscribe sólo la violación de derechos fundamentales 

como argumento de peso para calificar de prueba ilícita el producto de la 

pesquisa del órgano investigador. 

 

Aparte de esto, se aprecia que la legislación procesal del sistema acusatorio 

venezolano no define la prueba ilícita, ni la prueba prohibida, y establece el 

principio de la libertad probatoria para arribar a la verdad o certeza en el 

proceso penal, pero como contrapeso recoge el principio de la legalidad 

probatoria, según su postulado la prueba es válida cuando se ha obtenido 

por medios lícitos. Sin embargo, la falta de definición de prueba ilícita, en la 

legislación procesal venezolana, no es impedimento para la jurisprudencia 

vaya perfilando una visión conceptual, adaptándola a las exigencias de la 

dinámica judicial, que de algún modo concilie los intereses individuales y 

colectivos sin sacrificar a la justicia.  

 

Ante el silencio legislativo se puede optar por inclinarse a la corriente de la 

concepción amplia o restrictiva, sin que vaya en perjuicio al debido proceso 

porque ambas buscan un punto de encuentro armonioso entre el interés 

particular (violación de los derechos humanos) y el colectivo (castigar a la 

delincuencia) garantizando la paz comunitaria.  

 

Por último, para los efectos de este estudio la prueba ilícita es aquella que ha 

sido obtenida o incorporada al proceso de manera contraria a las 

formalidades exigidas en el debido proceso penal, como ya se ha explanado, 

la prueba ilícita es aquella cuya obtención se ha llevado a cabo en 

incumplimiento del debido proceso, y la consecuencia procesal rotunda es su 

inaprovechabilidad. Sin embargo se debe precisar la génesis o causa de esa 

ilicitud para justificar la expulsión de ese elemento de convicción del proceso 

penal. 
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Se puede distinguir que la prueba ilícita proviene porque la prueba está 

prohibida de manera expresa en el texto legal, o bien porque estando 

permitida la prueba el procedimiento llevado a cabo para la recopilación es 

ilícito, o que ha sido aducida al proceso con violación del debido proceso. La 

prueba ilícita no encuentra asidero jurídico que permita su validez, pues las 

garantías constitucionales constituyen un valor superior y a ello debe 

acogerse el juez, y su destierro del proceso debe ser una constante pacífica 

en la praxis judicial cotidiana. 
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CAPÍTULO III 

 

PRINCIPIOS DE LA ACTIVIDAD PROBATORIA EN EL PROCESO  PENAL 

VENEZOLANO 

 

Los principios que a continuación se explicaran rigen y regulan la actividad 

probatoria en el proceso penal venezolano y la inobservancia de alguno de 

ellos puede acarear como consecuencia que la prueba obtenida sea ilícita o 

ilegal. 

 

Principio de Legalidad  

 

Es el ius puniendi, el mecanismo con que cuenta el Estado para proveer la 

paz comunitaria, y su manifestación en concreto, es a través de la reserva 

legal, corresponde a los tribunales penales, y es donde el principio de 

legalidad tiene su justificación, constituyendo la base del sistema de justicia 

en un estado democrático de derecho.  

 

Al Estado le corresponde estipular el catálogo de conductas consideradas 

delitos y faltas, como un control primario o limite a la arbitrariedad estatal. 

Además, se encuentra encargado de regir los extremos de la dosimetría de 

la pena, esto quiere decir que el juez no puede, aunque el delito sea una 

entidad jurídica cuantificable por sus atenuantes o agravantes, imponer una 

pena más llevada de la cuantía determinada por la ley; por otra parte el 

principio de legalidad probatorio como parámetro legal a los abusos del 

funcionario policial y demás operadores del sistema de justicia, en la 

recopilación o incorporación del acervo probatorio en el proceso penal.  
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Todo lo anterior permite advertir que el principio de legalidad derogó la 

autotutela en materia penal, al deslegitimar la venganza como instrumento 

idóneo de la justicia. En este sentido creó una vía expedita para cubrir las 

expectativas en el ámbito penal, el cual comprende el Ius Puniendi 

encargado de impulsar la acción que busca el castigo de un delito, se 

convierte en el primer eslabón del debido proceso, pues se encuentra guiado 

por la misma razón “evitar la impunidad”, pero sin sacrificar los intereses 

Particulares, (garantías constitucionales) frente a los colectivos (castigo del 

delito), en procurar de fortificar el valor más alto de la sociedad “la paz 

comunitaria”. 

 

Por su parte, el marco constitucional venezolano, los derechos 

fundamentales, que se encontraban dispersos en convenios internacionales 

sobre derechos humanos suscritos y ratificados, tienen su mayor base. En 

efecto la recepción de la “Tutela Judicial efectiva” comprende el derecho a 

solicitar que se ejerciten los mecanismos jurídicos para que el ius puniendi se 

materialice en aquellos casos en que los funcionarios públicos hayan 

actuado por la vía de hecho, a espalda del principio de la legalidad, en 

perjuicio de alguna garantía constitucional. Esto significa que la voluntad del 

legislador fue perfilar una vía que conduzca a la conciliación de diversos 

intereses. 

 

Por otro lado, la tutela judicial efectiva en materia probatoria es un control del 

ius puniendi del Estado y un medio de impugnación contra la ilicitud 

probatoria. En esta línea el Código Orgánico Procesal Penal fortificó la tutela 

judicial efectiva, cuando estableció la tutela de los derechos fundamentales 

de la libertad, de igualdad y seguridad jurídica, pues su primer artículo 

consagra el juicio previo y el debido proceso. 
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Por tanto, es necesario precisar que el legislador procesal recogió el principio 

de libertad de prueba, lo cual significa que el hecho punible puede ser 

probado por un amplio abanico de medios probatorios, pero teniendo en 

cuenta que solo se trata de aquellos medios pertinentes y permitidos por la 

ley, es decir, que satisfagan los extremos del artículo 198 del Código 

Orgánico Procesal Penal, que se refieran de manera directa o indirecta al 

hecho investigado y que ayuden a esclarecer la verdad. 

 

Principio del Juicio Previo y el Debido Proceso 

 

Este principio garantiza que una persona antes de que sea condenada por 

algún hecho punible que se le impute debe ser juzgada por un juez imparcial, 

y que se aplique la justicia equitativamente, derivada del principio de 

legalidad de la ley procesal, enmarcado en leyes o normas rectoras. Por lo 

tanto ninguna persona que comete delito en nuestro país, sea venezolano o 

extranjero podría ser condenado, sin ser procesado debidamente en un 

juicio, legal, oral y público, justo, contradictorio, equitativo, ante un juez 

natural autónomo, independiente e imparcial, con respeto pleno del derecho 

a la defensa, sin dilaciones indebidas realizado con todas las garantías que 

establece el Código Orgánico Procesal Penal, la Constitución Nacional y los 

tratados internacionales. 

 

Esta garantía del debido proceso se considera un pilar fundamental en que 

descansa el sistema acusatorio, establecido en nuestro instrumento adjetivo 

penal, extendiéndose sus efectos a la totalidad del proceso. Este principio 

descansa o se encuentra establecido en el artículo 1 del Código Orgánico 

Procesal Penal y en el artículo 49 de la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela. 
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El principio del juicio previo y debido proceso es correlativo con el principio 

de presunción de inocencia, contemplado en el artículo 8 ejusdem, cuando 

expresa que toda persona es inocente hasta que no se demuestre lo 

contrario en juicio oral y público, lo cual releva al imputado de la carga de la 

prueba, quedando en manos del acusador probar que el imputado es 

efectivamente culpable, es decir este principio solo tiene sentido si se 

presume la inocencia del acusado y viceversa. 

 

Este principio es la garantía del respeto a los derechos fundamentales del 

hombre, en síntesis es el principio que coordina todos los derechos dentro 

del proceso, por cuanto este se constituye en cada una de las etapas del 

proceso penal (preparatoria, intermedia, juicio y ejecución) hasta su final, 

siendo inconcebible un acto procesal sin el respeto a los derechos 

fundamentales. 

 

De dicho principio se derivan una serie de derechos de importantísima 

consagración, en pro de lograr la finalidad del proceso, que como bien señala 

el artículo 13 del Código Orgánico Procesal Penal, es la obtención de la 

verdad por las vías jurídicas y el logro de la justicia en la aplicación del 

derecho, teniendo en cuenta además que el artículo 257 de la Constitución 

Nacional vigente expresa que el proceso “Constituye un instrumento 

fundamental para la realización de la justicia”. 

 

De esta manera, en primer lugar, nos encontramos con el derecho a la 

defensa y a la asistencia jurídica; sin duda, uno de los derechos 

fundamentales del imputado es el derecho a defenderse, que se constituye 

como un derecho de justicia natural, el cual se haya previsto en el artículo 12 

del Código Orgánico Procesal Penal, especificándose que “corresponde a los 
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jueces garantizarlo sin preferencias ni desigualdades, lo que le da más 

fuerza al precepto de la defensa. 

 

De la misma manera, es menester tomar en consideración lo dispuesto en la 

Convención Americana Sobre derechos Humanos o Pacto de San José de 

Costa Rica, la cual, en su artículo 8 alusivo a las garantías judiciales, realiza 

un esbozo de los derechos que toda persona tiene dentro de un proceso 

judicial, entre las cuales se menciona el derecho a ser oído, con las debidas 

garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 

sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra esa persona. 

 

Igualmente prevé que toda persona inculpada de un delito tiene derecho a 

que se le presuma inocente mientras no se establezca legalmente su 

culpabilidad, a través de un proceso en el que se cumplan en un plano de 

igualdad las garantías mínimas, como el derecho a la defensa, derecho a 

recurrir al fallo, el derecho a no ser obligado a declarar contra si mismo ni a 

declararse culpable, el cual guarda relación con el ordinal 5 del artículo 49 de 

la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

 

Por otro lado, Venezuela es signataria de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos (1948), la cual respalda el debido proceso en su 

artículo11, al determinar que toda persona acusada de delito, tiene derecho 

en condiciones de plena igualdad a ser oída públicamente y con justicia por 

un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos 

y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en 

materia penal. 
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Este postulado procesal, más allá de un principio que rige los parámetros 

ordinarios y extraordinarios de todo proceso-garantía procesal, es una 

garantía que se materializa y enriquece en cada acto del proceso, Es la 

maximización y a su vez, consagración plena de todos y cada uno de los 

derechos y garantías que la ciencia y la legislación procesal le reconocen a 

toda persona dentro del proceso específicamente a cada una de las partes y 

sujetos procesales. 

 

Así tenemos, que los fundamentos del debido proceso son: (a) El indubio 

pro-reo o garantía que las partes acusadoras tienen que probar sus 

imputaciones más allá de toda duda razonable. (b) El principio del juez 

natural, según el cual todos deben ser juzgados por los tribunales 

establecidos con anterioridad al delito que se juzga y cuyas reglas de 

integración y competencia también deben ser preexistentes al hecho que se 

juzga. (c) El principio del juicio justo, imparcial y sin dilaciones indebidas. (d) 

El principio de la presunción de inocencia, toda persona es inocente hasta 

que no se demuestre lo contrario en juicio oral y público.  

 

Finalmente, el principio de juicio previo y debido proceso establecido en el 

ordinal 1 del artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela y el artículo 1 del Código Orgánico Procesal Penal, tiene 

concordancia con el artículo 257 de la Constitución Nacional, con el artículo 

10 del Código Orgánico Procesal Penal, con los ordinales 5 y 6 del artículo 7 

y ordinal 1 del articulo 8 de la Convención Americana Sobre Derechos 

Humanos o Pacto de San José de Costa Rica (1969), con el artículo XXVI de 

la Declaración Americana Sobre los Derechos y Deberes del Hombre 

(Bogota 1948), con los numerales 1 y 3 del artículo 14 del Pacto 

Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (New York 1966) e 

íntimamente relacionado con el principio de la tutela judicial efectiva 
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contemplado en el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana 

de Venezuela. 

 

Principio de Contradicción 

 

Se encuentra contemplado en el artículo 18 del Código Orgánico Procesal 

Penal: “El proceso tendrá carácter contradictorio”. Para que pueda 

constituirse un verdadero proceso es necesario la existencia de dos partes 

en posiciones contrapuestas, el acusador y el acusado, tal como se observa 

en el sistema establecido por el Código Orgánico Procesal Penal se adopta 

este principio, el juez actúa como un tercero imparcial que se constituye en 

una instancia superadora del conflicto entre el acusador y el acusado, no 

obstante, las partes y el juez, están facultados para incorporar hechos al 

proceso mediante el interrogatorio de expertos y testigos, tal como lo 

establece el artículo 335 y 337 ejusdem. 

 

Por lo tanto, en este sistema adversario, la forma de llevar a cabo las 

pruebas depende de las partes, por el principio de la carga de la prueba, el 

que alega debe probar, quien se encarga de presentar los medios de prueba, 

como los testigos, participando con preguntas en sus declaraciones. En este 

sentido, el tribunal siempre tomará en cuenta el principio de igualdad entre 

las partes y supervisará e intervendrá si lo considera pertinente en la 

evacuación de todos los medios probatorios. 

 

El principio de contradicción, en cuanto a la actividad probatoria, significa que 

la parte quien invoca o aporta una prueba debe gozar de suficiente 

oportunidad procesal para conocerla, discutirla y controlarla, que no puedan 

ingresar al proceso en forma subrepticia, clandestina, o a espaldas de la 

contraparte, o por sorpresa, que esa parte contra la que se pretende accionar 
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con esa prueba tenga la oportunidad de intervenir en el acto probatorio o de 

otra índole y hacer valer su derecho de contraprobar, ósea de proponer 

prueba para desvirtuar la que pudiere obrar en su contra. 

 

La contradicción forma parte del derecho a la defensa, consagrado en la 

Constitución y en la ley adjetiva penal, que no solo abarca el derecho que 

tiene una parte a presentar pruebas, sino también a impugnar las que 

presenten en su contra, este principio constituye el rechazo de una prueba 

propuesta por una de las partes, constituye la contradicción y puede asumir 

dos formas: 

 

Una, la oposición a la admisión, la cual tiene sentido preventivo, se está 

tratando de que no se reciba el medio en el proceso, de que el mismo no 

forme parte de la instrucción, la otra, la impugnación, tiene sentido correctivo.  

 

La prueba necesariamente se va a incorporar a la investigación y lo va a 

hacer validamente, ya que no habrá defectos ni en la forma de promoción, ni 

en su evacuación, pero se persigue eliminar la eficacia probatoria de tal 

medio de prueba de incorporación indefectible, se busca que los hechos que 

se pudieron trasladar al proceso, no sean apreciados, por no ser plenamente 

ciertos. Este principio tiene concordancia con el ordinal 3 del artículo 49 y 

artículo 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

 

Principio de Igualdad y Oportunidades en la Prueba 

 

Se encuentra contemplado en el artículo 12 del Código Orgánico Procesal 

Penal vigente, que establece: “Defensa e igualdad entre las partes. La 

defensa es un derecho inviolable en todo estado y grado del proceso. 

Corresponde a los jueces garantizarlos sin diferencias ni desigualdades”. 
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Este principio tiene rango Constitucional por cuanto también se encuentra 

establecido en el ordinal 1 del artículo 49 de la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela. 

 

Este principio no es más que la garantía que tiene las partes para que no se 

coarte el derecho a acceder al conocimiento de determinada prueba, ni 

suprimir las oportunidades que tiene la defensa para descargarse de las 

pruebas que presenta el Fiscal del Ministerio Público, como tampoco permitir 

a la defensa que sorprenda al Fiscal del Ministerio Público, con pruebas que 

éste desconocía. Es así como vemos como el Código Orgánico Procesal 

Penal, regula el tiempo y las pruebas en el proceso, de modo que no puede 

haber la admisión de una prueba que ha sido oculta y si surge una prueba 

nueva el juez de juicio reglamentará su presentación. 

 

Principios de Oralidad, Publicidad, Concentración e  Inmediación 

 

Estos principios se encuentran consagrados en los artículos 14 (íntimamente 

relacionado con los artículos 338 y 339) 15, 16 y 17 del Código Orgánico 

Procesal Penal, no profundizare en el análisis de estos principios, por cuanto 

los mismos constituyen principios rectores del Derecho Procesal Penal y ya 

han sido estudiados minuciosamente por profesionales del derecho. 

 

El principio de oralidad es un principio orientador del nuevo proceso penal 

venezolano, que establece que sólo se apreciaran las pruebas incorporadas 

al juicio oral, como garantía de mejor control directo. El juez no sólo oye, sino 

que observa la forma como declara, percibe la miradas, los gestos y 

movimientos corporales, el terror o intimidación por amenazas previas. Por 

supuesto este principio no se cumple a cabalidad en las llamadas pruebas 
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anticipadas que solo se incorporan al juicio oral para su lectura y donde 

obviamente no existe inmediación del juez que va a sentenciar.  

 

El principio de publicidad, también se encuentra enmarcado dentro de los 

principios orientadores del proceso penal venezolano y vinculado con la 

oralidad, no es más, que las pruebas deben incorporarse a un juicio oral que 

por demás debe ser público, es decir ante las partes y terceros; mientras que 

esa publicidad no afecte el pudor, la vida privada de alguna de las partes, 

perturbe la seguridad del Estado o las buenas costumbres, peligre un secreto 

oficial, particular, comercial o industrial, cuya revelación indebida sea punible, 

o se trate de un niño o adolescente, por lo que el juez puede disponer que el 

juicio sea a puertas cerradas. 

 

El principio de concentración, se fundamenta a que el juicio debe tener lugar 

en forma muy breve, en menor número de días, y en consecuencias las 

pruebas sean incorporadas y logren su finalidad, obteniéndose una decisión 

en el proceso, una vez valoradas. 

 

El principio de Inmediación, implica que el órgano jurisdiccional que decide 

un asunto, escuche directamente los alegatos de las partes y que presencie 

la formación de las pruebas, sin embargo este principio tiene sus 

excepciones en los artículos 307 y 340 del Código Orgánico Procesal Penal. 

(Testimonios que no pueden comparecer por diversas razones y la prueba 

anticipada). 

 

Principio de Libertad Probatoria 

 

Este principio se encuentra en el artículo 198 del Código Orgánico Procesal 

Penal, otorga libertad a las partes y al juez en su caso, para que puedan 
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aportar todas las pruebas que fueren útiles, necesarias y pertinentes, a 

menos que exista prohibición de la ley al respecto. 

 

El presente principio se fundamenta en que los sujetos procesales no tienen 

límites para usar los medios probatorios con el objeto de probar los hechos 

controvertidos en el proceso, y que el único límite e este principio lo impone 

el mismo contenido de la prueba, pues de nada sirve incorporar una prueba 

que no contribuye a encontrar certeza sobre el hecho enjuiciable. No 

obstante, este principio no es absoluto y de ahí que se afirme que esa 

libertad se circunscribe únicamente al empleo de medios probatorios 

permitidos por la ley. 

 

La prueba debe producirse legalmente, es decir, su obtención e 

incorporación al proceso no deben violar derechos fundamentales, por lo 

tanto, no basta que su contenido intrínseco ayude a esclarecer el hecho 

punible, sino también que se ajuste a la formalidad exigida por el principio de 

legalidad probatoria que viene, en todo caso, a ser el limite especifico de la 

libertad proclamada por el referido principio. 

 

Por consiguiente, es fácil determinar que el limite a la libertad probatoria se 

encuentra en las prohibiciones probatorias, y a título de ejemplo se tiene en 

el artículo 130 del Código Orgánico Procesal Penal, en su parte in fine “en 

todo caso, la declaración del imputado será nula si no la hace en presencia 

de su defensor”. 

 

En el artículo 198 del Código Orgánico Procesal Penal, anteriormente citado, 

se establece con claridad los limites a la libertad probatoria, y esto no 

significa, que la idea del legislador es defender el ritualismo jurídico en el 

sistema acusatorio venezolano, en la recaudación e incorporación al proceso 
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de los elementos de convicción, sino que la pureza de ellos sea la 

característica principal en la justicia penal. 

 

De allí la importancia de la cadena de custodia, porque los órganos de policía 

encargados de las pesquisas guiados por el Ministerio Público encontraran 

en esta figura jurídica el control teórico científico en todo evento que lleve 

implícito la tarea de probar, ya que explica cómo se levantará y conservará la 

prueba desde la escena del suceso hasta el día del juicio oral, lo cual 

garantiza que no afecten los límites de la libertad probatoria, la originalidad 

de la prueba sea valorada por sana critica, la lógica y las máximas de 

experiencias, brinde la fuerza de convicción al juez a la hora de sentenciar. 

 

Principio del Respeto a la Dignidad Humana 

 

Se encuentra consagrado en el artículo 10 del Código Orgánico Procesal 

Penal. Dicha disposición legal, consagra uno de los pilares fundamentales 

del respeto de los derechos esenciales del hombre, como guía principal de la 

convivencia humana, sin embargo resulta lamentable reconocer la realidad 

que acontece en nuestro país, la cual deja en evidencia un constante 

menoscabo de los derechos humanos; bastaría para ello observar un simple 

procedimiento rutinario de cualquier policía del país, para percatarse de los 

atropellos de que son víctimas los posibles imputados. 

 

De otra manera, podemos observar que ya es una costumbre por parte de 

los organismos de seguridad del estado, que con el fin de evadir la asistencia 

por parte de un abogado defensor de una persona que es llamada por ellos 

con el objeto de ser interrogada, utilizan como pretexto, que la misma ha sido 

requerida en calidad de testigo y solo se le tomará una entrevista, con lo cual 

pretenden conculcar el derecho legítimo de la defensa. 
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Este principio se encuentra fundamentado en el ordinal 4 del artículo 46 de la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en concordancia o 

conexión intima del segundo aparte del artículo 55 y artículos 3 y 5 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos (ONU, 1948), con el 

artículo XXV de la Declaración Americana de los Derechos y deberes del 

Hombre (Bogotá 1948) y con el numeral 2 del artículo 5 de la Convención 

Americana Sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica 

(1969), sus limitaciones se localizan en el contenido de los artículos 205, 

206, 207, 209. 210, 243, 245 y 247 del Código Orgánico Procesal Penal, por 

considerarse de interpretación restrictiva. 

 

Principio de Valoración de la Prueba 

 

Este principio se encuentra establecido en el artículo 22 del Código Orgánico 

Procesal Penal, “Las pruebas se apreciaran por el tribunal según la sana 

crítica observando las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las 

máximas de experiencia”. Obviamente, el proceso penal tiene como fin 

alcanzar la verdad o certeza sobre la culpabilidad, y para ello el juez se vale 

de las pruebas aportadas por las partes al proceso.  

 

No obstante como en la República Bolivariana de Venezuela, con la 

derogación del Código de Enjuiciamiento Criminal, desapareció el sistema de 

la prueba tarifada o prueba legal, la cual se cifraba en disposiciones que 

dicho instrumento contenía para valorar la prueba, constituyendo un cerco a 

la discrecionalidad jurisdiccional, la cual cayó en desuso bajo el imperio de 

una exorbitante justicia de papel, sin un mínimo de garantías en materia 

probatoria, puesto que el cinturón de castidad impuesto al juez nacía en la 

elaboración amañada de actas policiales. Además, que el legislador en el 

nuevo proceso penal acusatorio acogió la libre valoración de la prueba. 
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Por esa razón analizaremos el Sistema de la Libre Convicción motivada o 

razonada, también llamada sana crítica. Con la aplicación del principio de la 

libre apreciación de la prueba, el juez no se encuentra restringido por 

ninguna disposición legal para apreciar las pruebas en el proceso, es decir, 

para llevar a cabo un análisis crítico a la unidad probatoria producida en la 

actividad probatoria. Sin embargo, se observa que para el juzgador arribar a 

una libre valoración de la prueba o apreciación en conciencia debe sopesar 

el quantum probatorio, obteniendo e incorporando al proceso sin menoscabo 

del debido proceso. 

 

Entonces, es preciso la concurrencia de elementos de convicción 

reproducidos en el debate del juicio oral, pues la inexistencia de la prueba 

jamás puede fomentar un fallo de culpabilidad, ya que, la prueba es a su vez 

los confines de la actuación juzgadora, y desde ésta domina como regla en el 

juicio el principio de inocencia, de in dubio pro reo, de manera que en caso 

de incertidumbre, ante el vacío de aportaciones, suministro de datos o 

factores reveladores de la efectiva participación del acusado en el hecho 

punible enjuiciable ante la penuria probatoria del Ministerio Público, 

querellante o acusador privado, entonces el juez con su independencia 

atendiendo a la duda debe decretar la absolución. 

 

En consecuencia la libertad que ampara al juez para valorar la prueba no es 

una libertad indómita, sin límites, puesto que la apreciación probatoria 

descansa en primer término en la existencia de la prueba en que se haya 

recabado sin violación a las garantías constitucionales, que se practiquen en 

el juicio oral, que sean idóneas, es decir, de cargo y no de descargo, que 

haya sido objeto de contradicción, lo que al fin al cabo deja entrever que el 

convencimiento del juez debe ser motivado sobre la base de los anteriores 
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postulados, pues la apreciación de la prueba puede ser objeto de control a 

través del recurso de apelación, de casación e incluso de amparo. 

 

Sin embargo, podemos observar que en el contenido del artículo 22 del 

Código Orgánico Procesal Penal, el legislador pone límites al juez para 

impedir la arbitrariedad, pues la apreciación de la prueba se conduce por los 

lineamientos de la sana crítica, la lógica, los conocimientos científicos y las 

máximas de experiencia. En definitiva es evidente que la propia ley 

determina que la libre valoración de la prueba no es un principio desaforado, 

sino que circunscribe al juez a exponer sus decisiones con basamento en el 

aporte fáctico de la prueba y en su legalidad. 

 

Entonces, la sana crítica supone que el juez debe pasar por el tamiz de la 

razón cada uno de los elementos de convicción, buscando la coherencia en 

la unidad probatoria, y a modo de ejemplo se pone el caso del acusado que 

confiesa un delito para encubrir a los verdaderos autores, bien a cambio de 

dinero o por amenazas de muerte. Por otro lado, las máximas de experiencia 

muestran en que reside la verosimilitud de un hecho o si por el contrario ha 

sido falseado, y para ello se tiene el ejemplo del testigo que asegura haber 

estado embriagado al momento de presenciar los hechos y por ello no 

recuerda el día en que acontecieron. Por último, se tiene que el conocimiento 

científico auxilia al juez en aquellos puntos donde se requiere un 

conocimiento que sólo se encuentra en el laudo pericial, pero sin llegar a 

suplantar la autónoma jurisdiccional.  

 

La aplicación de la libre valoración de la prueba no es ninguna garantía de la 

arbitrariedad, como podría interpretarse a primera vista, sino por lo contrario, 

lo que busca es la reafirmación de la existencia de la prueba, debidamente 

debatida, como primer eslabón para apoyar, más allá de toda duda 
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razonable, una sentencia de culpabilidad, y además que la duda debe 

imperar a favor del acusado. En definitiva, el juez no puede motivar un fallo 

basado en la subjetividad de un capricho. 

 

Finalmente para aclarar según el autor Tamayo (2003, P.67) acota en sus 

comentarios, que “se sustituyó el término de libre convicción por el de sana 

crítica, para superar las dificultades de interpretación y confusión con la 

intima convicción”. 

 

El condicionamiento de la sana crítica está en que, siendo libre, se debe 

explicar en la sentencia por qué se apreció dicha prueba para establecer el 

hecho de la manera como lo expone y cuál fue el grado de convicción a que 

arribó el juez para ello, concluyendo con una decisión razonada con la 

aplicación de la lógica, que contiene reglas del correcto entendimiento 

humano y la correcta transmisión de las ideas, que han sido permanentes e 

inmutables en el tiempo, implica ello, además la aplicación de los 

conocimientos científicos, ósea de todo aquello que aporten las ciencias o 

disciplinas del saber humano. 

 

Las anteriores unidas con las máximas de experiencia, que no son más que 

la experiencia común, como lo expresa el Código de Procedimiento Civil, en 

su artículo 12, que no es más que la experiencia de la vida, el conocimiento 

que cualquier persona tiene acerca de cómo suceden normalmente las 

cosas, cómo se comportan o reaccionan las personas y animales, ante 

determinadas situaciones, como funcionan algunas maquinarias en 

determinadas circunstancias, cómo se producen algunos fenómenos, 

máximas que, a diferencia de las reglas de la lógica, no son inmutables y 

permanentes a través del tiempo, sino contingentes y variables según el 

tiempo, el lugar y las personas.  
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Principio de la Comunidad de la Prueba  

 

Cuando una prueba se produce llega a ser común a las partes en el sentido 

de que no pertenece solo a que la promueve u ofrece la prueba. La 

comunidad de la prueba consiste en que todo aquel que sea parte en el 

proceso puede servirse de las pruebas aportadas por la otra parte, al tiempo 

que las demás también pueda servirse de la que éste haya aportado. La idea 

de la comunidad de la prueba se funda en dos nociones fundamentales: la 

unidad de la prueba y la búsqueda de la verdad. 

 

Se refleja también en el mandato legal que permite a la víctima que quiere 

hacerse parte y que no ha formulado acusación y que no ha obtenido alguna 

prueba, adherir al cúmulo probatorio del Fiscal, es decir ajustarse a la 

acusación que éste presenta. Observamos también que en este orden de 

ideas, el imputado y su defensor no están obligados a presentar pruebas, 

aunque de hecho siempre lo hacen, entonces pueden afianzar su defensa en 

las mismas pruebas ofrecidas por el fiscal. 

 

Según lo analizado existe entonces una igualdad de las partes en relación a 

las pruebas que están en su conocimiento, para poderlas analizar y 

contradecir. De igual manera si la defensa tiene conocimiento de unas 

pruebas, tanto para que se produzcan como para que sean introducidas al 

proceso, serán del conocimiento del fiscal, y aún fuera del proceso si una de 

las partes formula un recurso y dentro de los motivos del desacuerdo de una 

decisión está el de aportar una prueba, crea el derecho a la parte contraria 

de contradecirla. 

 

La práctica ha venido afianzando esta igualdad de las partes para conocer 

las pruebas del contrario, pero en los primeros años de la vigencia del 
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Código Orgánico Procesal Penal no fue para las partes un punto fácil de 

entender, en especial los fiscales eran reacios a dar a conocer a la defensa 

las órdenes internas para la investigación y el oportuno conocimiento de las 

actas de la investigación. 

 

Principio de la utilidad e idoneidad de la Prueba 

 

Se refiere a la eficacia o utilidad. Aquello que lleva a comprobar determinado 

hecho, por ejemplo si se trata de demostrar una calificante de homicidio, 

como el veneno, la prueba conducente sería la experticia farmacológica 

sobre el veneno que causó la muerte o la experticia que realiza el patólogo 

en las vísceras del occiso para establecer con precisión la causa de la 

muerte. La prueba idónea para identificar posmorten al indiciado. El artículo 

198 del Código Orgánico Procesal Penal nos dice que para ser admitido un 

medio de prueba debe ser para el descubrimiento de la verdad.  

 

La utilidad es la relación entre el medio de prueba y el objeto de la prueba. 

La utilidad se refiere a la necesidad o pertinencia en general respecto a 

hechos, que como notorios, no necesitan ser demostrados, así, no será útil la 

prueba sobre hechos que no tienen relación alguna con el asunto debatido o 

sobre hechos notorios o ya acreditados. La idoneidad de la prueba, es su 

cualidad de ser apropiada para demostrar el hecho que se propone probar. 

La idoneidad es la relación entre la fuente de la prueba y el medio probatorio. 

 

Principio de Licitud de la Prueba 

 

Dispone el artículo 197 del Código Orgánico Procesal Penal lo siguiente: 

“Los elementos de convicción solo tendrán valor si han sido obtenidos por un 
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medio lícito e incorporados al proceso conforme a las disposiciones de este 

Código”.  

 

El principio de licitud de la prueba es un requisito intrínseco de la actividad 

probatoria y consiste en que solo son admisibles como medios de pruebas 

aquellas cuya obtención se haya producido conforme a las reglas de la 

legislación procesal y de los convenios internacionales en materia de 

Derechos Humanos. 

 

Principio de la Preclusión de la Prueba 

 

Este principio se fundamenta en el hecho de que transcurrido el lapso 

procesal para proponer las pruebas, ya no se puede ofrecerse, solo en los 

casos que el mismo Código Orgánico Procesal Penal establezca, trata la ley 

de regular el orden de intervención, así tenemos como el artículo 335 del 

Código Orgánico Procesal Penal establece: 

 

El imputado, las personas a quienes se les haya dado 
intervención en el proceso y sus representantes, podrán 
solicitar al fiscal la práctica de diligencias para el 
esclarecimiento de los hechos. El Ministerio Público las 
llevará a cabo si las considera pertinentes y útiles, debiendo 
dejar constancia de su opinión contraria, a los efectos que 
ulteriormente correspondan. 
 

De esta manera llegada la fase intermedia luego de presentar la acusación, 

según el artículo 328 ejusdem; el fiscal y la víctima siempre que ésta última 

se haya querellado o presentado acusación propia podrán por escrito: 

 

“Proponer las pruebas que podrían ser objeto de 
estipulaciones entre las partes, promover las pruebas que se 
producirán en el juicio oral, con la indicación de su 
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pertinencia y necesidad,…ofrecer nuevas pruebas de las 
cuales hayan tenido conocimiento con posterioridad a la 
presentación de la acusación fiscal.” 
 

Una vez admitidas las pruebas y las estipulaciones realizadas por las partes, 

las cuales quedan plasmadas en el auto de apertura a juicio, no podrán 

ofrecerse nuevas pruebas por cuanto ha precluido su oportunidad. Solo 

podrán ofrecerse nuevas pruebas durante la fase de juicio mediante la 

prueba complementaria. Código Orgánico Procesal Penal (artículo 343). “Las 

partes podrán promover nuevas pruebas, acerca de las cuales hayan tenido 

conocimiento con posterioridad a la audiencia preliminar” 
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CAPÍTULO IV 

 

APORTE JURISPRUDENCIAL SOBRE LAS PRUEBAS EN LA 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

 

Sentencia Nº 057 de Sala de Casación Penal, Expedie nte Nº C08-0011 de 

fecha 07/02/2008. 

 

Materia: Derecho Procesal Penal. 

Tema: Pruebas. 

Asunto: Corte de Apelaciones-Apreciación de las Pruebas en Juicios. 

 

 A dicha instancia no le corresponde apreciar las pruebas ni establecer 

hechos, pues esta función, es competencia del juez de juicio en virtud del 

principio de inmediación; correspondiéndole a la Corte de Apelaciones 

resolver la apelación, con sujeción a los hechos establecidos por el 

sentenciador de juicio. 

 

Sentencia Nº 728 de Sala de Casación Penal, Expedie nte Nº C07-0316 de 

fecha 18/12/2007 

 

Materia: Derecho Procesal Penal 

Tema: Pruebas 

Asunto: Dictamen pericial-Independiente apreciación y valoración, ante la 

incomparecencia del experto.   

 

El dictamen pericial debe ser presentado por escrito, firmado y sellado, sin 

perjuicio del informe oral que pueda rendir el experto en la audiencia, 

derivándose de dicha norma la condición autónoma de ésta prueba 



 

50 

 

documental que contiene el mencionado dictamen, lo que determinará su 

independiente apreciación y valoración, ante la incomparecencia del experto. 

 

Sentencia Nº 728 de Sala de Casación Penal, Expedie nte Nº C07-0316 de 

fecha 18/12/2007 

 

Materia: Derecho Procesal Penal 

Tema: Pruebas 

Asunto: Prueba Anticipada 

 

Las formalidades de la prueba anticipada, obligante es precisar, que ésta se 

realiza, de conformidad al contenido del artículo 307 del Código Orgánico 

Procesal Penal, únicamente en casos que se deba preservar, actos que por 

su naturaleza sean considerados como definitivos e irreproducibles y, que no 

puedan ser practicados durante el juicio oral, lo que constituye una justificada 

excepción a los principios generales de oralidad e inmediación que rigen el 

proceso penal acusatorio. 

 

Sentencia Nº 728 de Sala de Casación Penal, Expedie nte Nº C07-0316 de 

fecha 18/12/2007 

 

Materia: Derecho Procesal Penal 

Tema: Pruebas 

Asunto: Prescindencia Prueba testimonial-Prueba documental 

 

“La prescindencia de la prueba testimonial ante la incomparecencia del 

experto en la audiencia oral y pública, nada refiere a la posibilidad de 

prescindirse de la prueba documental”. 
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Sentencia Nº 714 de Sala de Casación Penal, Expedie nte Nº C07-0382 de 

fecha 13/12/2007 

 

Materia: Derecho Procesal Penal 

Tema: Pruebas 

Asunto: Valoración de las pruebas-Dicho de la víctima. 

 

El dicho de la víctima podría constituir una presunción, ciertamente muy 

grave, la misma no constituye un testimonio, a pesar de que tiene un peso 

importante en el proceso, por tener conocimientos que aportar para llegar a 

establecer los hechos investigados, no por ello, quiere decir que el dicho de 

la víctima, pueda considerarse una prueba suficiente que conlleva al 

convencimiento del juez para condenar o absolver una persona...el juez de 

juicio al momento de establecer la culpabilidad del ciudadano ... no sólo 

valoró lo dicho por la víctima, sino consideró también, otros elementos 

probatorios que le sirvieron de base para condenarlo. 

 

Sentencia Nº 614 de Sala de Casación Penal, Expedie nte Nº C07-0321 de 

fecha 07/11/2007 

 

Materia: Derecho Procesal Penal 

Tema: Falso Testimonio 

 

Es conveniente señalar que la conducta desplegada por el autor implica que, 

aquel que tenga la condición de testigo al declarar ante la autoridad judicial, 

afirme lo falso o niegue lo cierto o calle, total o parcialmente, lo que sepa en 

relación con los hechos por los cuales es interrogado... la falsedad del 

testimonio no consiste en la divergencia entre la afirmación y la verdad 

objetiva, sino en el desacuerdo entre lo que se dice y lo que se sabe. El 
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testigo puede asegurar una cosa perfectamente cierta en sí misma, pero 

miente si asegura en falso que la han percibido sus sentidos. 

 

Sentencia Nº 472 de Sala de Casación Penal, Expedie nte Nº C07-0033 de 

fecha 06/08/2007 

 

Materia: Derecho Procesal Penal 

Tema: Pruebas 

Asunto: Actas de entrevistas no son pruebas anticipadas 

 

Las actas de entrevistas que refiere la defensa... fueron realizadas en la fase 

de investigación y no como una prueba anticipada, tal y como lo exige el 

citado numeral 1° del artículo 339 eiusdem; y en se gundo lugar, consta en el 

acta del desarrollo del juicio, que la defensa como punto previo, manifestó su 

oposición a la incorporación de estas pruebas de forma expresa. En 

consecuencia, es obligante concluir que su incorporación al proceso fue 

errónea. 

 

Sentencia Nº 490 de Sala de Casación Penal, Expedie nte Nº C07-0135 de 

fecha 06/08/2007 

 

Materia: Derecho Procesal Penal 

Tema: Pruebas 

Asunto: Apreciación-Experticia Documental- Incomparecencia del experto. 

 

Para la apreciación tanto de la prueba de experticia, como de la declaración 

del experto, en principio deben ser ofrecidas como pruebas por la partes y 

admitidas por el Tribunal de Control, para el debate probatorio (tal y como 

sucedió en el presente caso)...el hecho de que la prueba testimonial del 



 

53 

 

experto no haya sido incorporada al debate (por su incomparecencia), no 

restringe la validez y eficacia de la experticia, por cuanto ésta es autónoma y 

debe bastarse por sí misma. 

 

Sentencia Nº 490 de Sala de Casación Penal, Expedie nte Nº C07-0135 de 

fecha 06/08/2007 

 

Materia: Derecho Procesal Penal 

Tema: Pruebas 

Asunto: Contradicciones entre la Declaración del Testigo y el Acta de 

entrevista. 

 

Las contradicciones ... entre la declaración del testigo ... y lo depuesto por 

éste en el acta de entrevista realizada por el Ministerio Público, la Sala 

señala, que las inconsistencia de este tipo son exclusivamente objeto del 

debate oral y público, mediante la indagación exhaustiva de las partes en la 

etapa del interrogatorio de los testigos, para que el Tribunal de Juicio pueda 

valorar, en su justa dimensión el testimonio, ya que el juzgador no puede 

apreciar las entrevistas formadas en la etapa de investigación, por cuanto 

violaría los principios de inmediación y contradicción. 

 

Sentencia Nº 455 de Sala de Casación Penal Expedien te Nº C07-0186 de 

fecha 02/08/2007 

 

Materia: Derecho Procesal Penal 

Tema: Experticia 

Asunto: Valoración de las pruebas-Sistema de la libre convicción 
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El sistema de la libre convicción razonada que exige como presupuesto 

fundamental la existencia de la prueba, de manera que el juez sólo puede 

formar su convicción con las pruebas aportadas al proceso y practicadas en 

el juicio oral, y es precisamente, en la prueba judicial sobre la que descansa 

toda la experiencia jurídica dirigida a ratificar o desvirtuar la inocencia del 

justiciable.  
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CONCLUSIONES 

 

Mediante el estudio exhaustivo sobre la relevancia y aplicación de las 

pruebas dentro del proceso penal venezolano, no se puede discutir la 

importancia de estas en la actividad de probar hechos en el proceso judicial, 

de cualquier índole.  

 

Es difícil imaginar un proceso en el que no haya habido actividad probatoria 

alguna. Se puede finalmente afirmar que sin pruebas no hay proceso, que las 

pruebas son la vida del proceso, son el proceso mismo. En este sentido se 

afirma que el arte del proceso no es otra cosa que el arte de administrar las 

pruebas.  

 

Conforme al sistema jurídico vigente, en las resoluciones judiciales sólo se 

podrá admitir como ocurridos los hechos y circunstancias que hayan sido 

acreditados mediante pruebas, a menos que se trate de aquellos hechos que 

por notorios no necesitan comprobación. En el proceso penal existe la 

necesidad de determinar mediante pruebas la certeza de los hechos que son 

objeto de imputación, lo que los antiguos denominarían el thema probandum.  

El proceso penal es pues, fundamentalmente un proceso de hechos, o sea 

de hechos punibles, que deben ser reconstruidos en el mismo.  

 

Se concluye como fundamento la importancia de la actividad probatoria del 

proceso penal, bajo la estimación de que las pruebas son la vida del proceso, 

instrumento fundamental para la realización de la justicia, sobre todo en la 

materia penal, porque el proceso debe resolver estableciendo la verdad de 

los hechos que son el objeto de la imputación, necesariamente con base en 

el material probatorio que le ha sido aportado y debidamente evaluado en la 

sentencia, siempre con sujeción a los principios y normas que apuntalan los 
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derechos fundamentales y garantías de un debido proceso para el justiciable 

y sus demás actores, dentro de un Estado democrático y social, de derecho y 

de justicia. 

 

Se realizó un modesto aporte para el conocimiento y el estudio de las 

relevancia de las pruebas en el proceso penal venezolano, a la luz de la 

doctrina, del ordenamiento jurídico que rige en Venezuela desde 1999, a 

partir del Código Orgánico Procesal Penal y la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela con apoyo en la doctrina y jurisprudencia nacional. 

 

Se definió y determinó la misión de la prueba en el proceso penal 

venezolano, los principios que rigen la actividad probatoria en el proceso 

penal, los limites de la actividad probatoria, los tipos de prueba y las causas 

que motivan la prueba ilícita dentro de dicho proceso penal; se realizaron 

consideraciones a la actividad probatoria, su necesidad, pertinencia, la 

apreciación de las mismas, su libertad, sus limitaciones, tratando o buscando 

como objetivo abarcar de esta forma lo más significativo el espectro 

probatorio, dilucidar y poner a disposición de estudiantes, abogados, 

funcionarios del sistema de justicia y público en general esta investigación 

sobre el importante y relevante tema de pruebas en el proceso penal 

venezolano, aspirando que se corrijan y tomen las medidas necesarias para 

que los medios probatorios que se incorporen al proceso penal en el que 

sean parte, sean obtenidas de una forma legal, respetando los derechos y 

garantías constitucionales, cumpliendo con las formalidades establecidas por 

la ley en su incautación, preservación, promoción y evacuación, recordando 

su necesidad, utilidad, pertinencia e idoneidad en el lapso procesal 

establecido, y finalmente lograr una justicia eficaz, expedita, sin dilación 

alguna, donde el autor del hecho punible reciba su condena sin 

arbitrariedades de los operadores de justicia  



 

57 

 

 RECOMENDACIONES 

 

Se recomienda a todo funcionario, profesional y experto u otra persona 

involucrada en la obtención, promoción, evacuación y valoración de las 

pruebas dentro de un proceso penal, realizar un exhaustivo análisis y estudio 

de los principios orientadores de la actividad probatoria establecidos en el 

Código Orgánico Procesal Penal, en concordancia con la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela y los Tratados y Convenios 

Internacionales suscritos por la República, para perfilar su actuación en la 

obtención de las pruebas para lograr demostrar su pretensión dentro del 

proceso o desvirtuar las ofrecidas por la contraparte. 

 

Se insta a los Órganos Jurisdiccionales a observar y aplicar en las diferentes 

fases del proceso el principio de igualdad y de oportunidad para la prueba, y 

así evitar sorprender a alguna de las partes con una prueba desconocida, 

que no ha sido incorporada en la fase preparatoria y no reviste las 

características de hechos nuevos (después de presentada la acusación), 

sino que se observa la mala fe o malicia de la parte ofertante en mantenerla 

oculta y no permitirle a las otra parte el conocimiento de su contenido, 

obteniendo ventaja injusta y en detrimento de los principios procesales. 

 

Se sugiere a los jueces de las correspondientes Instancias de los Tribunales 

Penales a lo largo del Territorio Nacional, aplicar las sanciones 

correspondientes a los sujetos o partes procesales que actúen o litiguen de 

mala fe o temeridad, de conformidad con el artículo 103 del Código Orgánico 

Procesal Penal. 

 

Se insta a los Órganos de Investigaciones Penales, (cuerpos de policía), 

dedicados a la colección, incautación, embalaje, preservación de las 
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evidencias o indicios hallados en el sitio del suceso, luego sometidas a 

diferentes experticias y análisis, mediante el auxilio de la criminalística, 

deben implementar rigurosamente la llamada cadena de custodia, para 

impedir la contaminación de las evidencias e indicios, o que la prueba 

obtenida no pueda ser incorporada al proceso por ser obtenida con violación 

de las garantías fundamentales y sin cumplir con las formalidades 

establecidas en el Código Orgánico Procesal Penal y la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela. 

 

Se orienta a los profesionales, expertos y peritos de la diferentes ramas del 

saber, específicamente en el área de la criminalistica mantenerse 

actualizados con los últimos avances en sus diferentes disciplinas o 

especialidades, ya que, tanto el Ministerio Público, como los jueces de la 

República se apoyan en los conocimientos científicos, para llegar a 

establecer la verdad del hecho punible y determinar la responsabilidad penal 

del autor o copartícipes. 
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